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El anteproyecto de la Ley Orgáni-
ca del Sistema Universitario (LO-
SU) entra en una nueva fase de
negociación tras pasar el texto
por el Consejo de Ministros antes
de lo esperado. El ministro Ma-
nuel Castells, consciente de que
la parte referida al gobierno de
las universidades, aludido como
gobernanza, no convence a nin-
gún colectivo, presentará en las
próximas semanas una nueva
propuesta. Tendrán hasta finales
denoviembre paranegociar ydes-
pués comenzará el trámite parla-
mentario. Estas son algunas de
las propuestas de la conferencia
de rectores (CRUE), que ha traza-
do varias líneas rojas en el docu-
mento. Los ánimos están caldea-
dos, pues la Coordinadora de Re-
presentantes de Estudiantes de
Universidades Públicas (Creup)
culpa alministerio en un comuni-
cado de haber “negociado y acor-
dado” la ley con los rectores.

Personal. Los rectores se niegan
a que el 15% de las plazas vacan-
tes en la universidad tengan que
ser ocupadas por profesores aso-
ciados doctores. “Una reserva le-
gal para el acceso al empleo pú-
blico debe justificarse en elemen-
tos objetivos de discriminación o
en la existencia de méritos espe-
cíficos diferenciados, algo que no
ocurre en este caso”, mantiene la
CRUE en sus alegaciones. La ca-
tegoría de asociados fue creada a
primeros de los ochenta para
que profesionales destacados pu-
dieran aportar su experiencia a
la universidad, pero se ha conver-
tido en una alternativa barata
—cobran desde 300 euros— y fal-
sa, porque en muchos casos el
profesor no tiene otra ocupación
y pasa horas trabajando de for-
ma gratuita para hacer curricu-

lum. Sin embargo, Isabel de la
Cruz, portavoz de la Plataforma
de Profesorado Asociado, se ale-
gra: “El ministerio siempre nos
decía que no se podía fijar por-
centajes y sí era posible”. Hoy
son uno de cada cuatro profeso-
res en la pública y el anteproyec-
to obliga a que en cinco años no
sean más del 20% de las planti-
llas. Los rectores opinan que es
demasiado ambicioso: “Parece
que se haya establecido con un
cálculo realista de los recursos
financieros necesarios y las limi-
taciones de la tasa de reposi-
ción”. En lo que respecta a la car-
ga docente, el ministerio quiere
que los profesores no centren so-
lo su carrera en investigar —lo

que ahora les permite progre-
sar—, sino en la docencia, forzán-
doles a que impartan entre 120 y
240 horas de clase al año; y los
rectores reclaman que solo haya
un máximo de horas. Con la re-
dacción actual, un rector o un
director de departamento ten-
drían que impartir al menos 120,
lo que, dicen, “refleja un descono-
cimiento de la dedicación que su-
ponen estos cargos”. Además,
quieren excepciones para que fi-
guras de renombre vengan en la
práctica solo a investigar, como
los dos premios Nobel que tiene
la Universidad del País Vasco.

Gobierno de las universida-
des. Los catedráticos se niegan a
que un profesor titular con méri-
tos acreditados pueda presentar-
se a las elecciones a rector. Este
artículo del anteproyecto es una
propuesta de los socialistas, divi-
didos en este tema, que buscan
hacer hueco a las mujeres en la
cúspide, pues al ser minoría las
catedráticas, ostentan pocos
puestos de poder. En estemomen-
to hay nueve rectoras de un total
de 50 rectores en la universidad
pública. Los rectores argumen-
tan que “aunque el titular no po-
dría presentarse a acreditación o
a concurso, durante el mandato,
tendría que ser evaluado después
en su futura promoción a catedrá-
tico por colegas de la propia uni-
versidad y de fuera (puede haber
conflicto de intereses y generar
una imagen dudosa para la insti-
tución)”. En lo que sí están de
acuerdo es en la duración máxi-
ma propuesta para los rectores,
de seis años, que propone la nor-
mativa —muchas veces los recto-
res dejan sus planes más polémi-

cos para el segundo ciclo pormie-
do a no ser reelegidos—, pero pro-
ponen que estos no puedan vol-
ver a presentarse. También están
de acuerdo enque se debe favore-
cer a las mujeres para que en to-
dos los órganos colegiados rija
“el principio de composición equi-
librada entre mujeres y hom-
bres”, pero aseguran que la pari-
dad no debe ser obligatoria, por-
que en algunos campos del cono-
cimiento hay pocas profesoras.

Universidades privadas. Los
rectores también afean al minis-
tro que las olvide, “especialmente
en la exposición de motivos”, al
sobreentender que las públicas
son “la totalidad del Sistema Uni-
versitario Español”. Reclaman
que si las privadas van a abstener-
se de votar temas que solo atañen
a las públicas, ocurra lo mismo
en el sentido contrario. El ante-
proyecto dedica un espacio muy
pequeño a las privadas y muchas
se han sentido ninguneadas.

Freno a las malas universida-
des. Ahora, el Consejo General
de Política Universitaria, en el
que están presentes todos los
campus, los gobiernos autonómi-
cos y el ministerio, emite un in-
forme técnico sobre la calidad de
un proyecto de universidad que
es preceptivo, pero no vinculante
y las comunidades, como ocurrió
en Cantabria, pueden saltárselo.
Los rectores piden que la valora-
ción tenga que ser positiva.

Independencia de los campus.
Los rectores consideran que el
anteproyecto legisla demasiado
y se entromete en la autonomía
universitaria. En el texto hay va-
rias quejas, por ejemplo, la rela-
tiva a la creación de institutos
de formación permanente. A jui-
cio de los rectores, “parece más
oportuno que quede en el ámbi-
to de cada universidad, en fun-
ción de su perfil propio”.

FP Superior. Actualmente, cada
universidad convalida como quie-
re los estudios de FP Superior de
un alumno, lo que crea una dispa-
ridad de valoraciones. Los recto-
res quieren que el Ministerio de
Universidades se involucre en el
proceso “con el reconocimiento
de créditos”, en consonancia con
el Ministerio de Educación.

Colegios mayores. La CRUE
considera de “dudosa legalidad”
que estas residencias de estu-
diantes solo puedan estar pro-
movidas y gestionadas por orga-
nizaciones sin ánimo de lucro.

Presupuestos. La pretensión
del Gobierno es que la inversión
en universidad llegue al 1% del
PIB en 10 años y los rectores sos-
tienen que “la concreción de di-
chos objetivos debe ir ligada al
incremento del gasto público y ca-
lendarizarse según el incremento
de inversión real”. Porque, si no,
sostienen, difícilmente se va a ter-
minar en cinco años con la preca-
riedad en los campus.

Autonomía en ciencia. Propo-
nen que la parte del presupuesto
destinada a investigación esté exi-
mida de un control previo y se
someta a una auditoría posterior.
Las trabas burocráticas entorpe-
cen el trabajo de los científicos
que desean rendir cuentas luego.

Los rectores afirman que el anteproyecto se entromete en la autonomía
de los campus y creen que no se puede garantizar la paridad en los cargos

Las líneas rojas a la ‘ley Castells’
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Alumnos en la Universidad de Salamanca el 9 de septiembre, en el primer día del curso. / DAVID ARRANZ

La CRUE dice que en
ciertos campos del
conocimiento hay
pocas profesoras

De los 50 rectores
de la Universidad
pública solo nueve
son mujeres

El documento critica
que el ministerio
ningunee a los
centros privados


